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PRONUNCIAMIENTOS DE LA COORDINADORA NACIONAL
DE DERECHOS HUMANOS

ANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTO DE LASO DE LASO DE LASO DE LASO DE LAS

RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDAD

Los organismos defensores de los derechos humanos, agrupados en la Coordinadora Nacional de

Derechos Humanos, CNDDHH, hemos venido siguiendo de cerca el proceso de implementación de las

recomendaciones hechas por la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, a partir de la entrega

oficial de su Informe Final en el mes de agosto del 2003.

Varios meses después, el gobierno del presidente Alejandro Toledo, ha emitido el Decreto Supremo

Nº 003-2004-JUS, mediante el cual crea la «Comisión Multisectorial de Alto Nivel, encargada de las

acciones y políticas del Estado en los ámbitos de la paz, la reparación colectiva y la reconciliación

nacional».

Con relación a dicha norma la CNDDHH considera que tal como han sido planteados los objetivos y

funciones de dicha comisión multisectorial, ésta no se ajusta a la propuesta de órgano de seguimiento

de las recomendaciones del Informe Final que hizo la CVR. Esta instancia estatal expresa la voluntad

política del gobierno para atender los retos planteados por la CVR y es por ello que queremos llamar la

atención sobre lo siguiente:

Reconocemos la importancia de la creación de esta comisión multisectorial en cumplimiento de un

compromiso público asumido por el gobierno, sin embargo ésta no abarca la totalidad de las recomen-

daciones dadas por la CVR, las que consideramos tienen carácter oficial y legitimidad incuestionable.

Señalamos la necesidad de que a la comisión se incorporen miembros de los ministerios de Educa-

ción, Salud y Trabajo con el fin de coordinar y viabilizar de manera integral el cumplimiento de las

políticas públicas respectivas, tal como se señala en el artículo 4°, del decreto supremo en mención.

Requerimos que a la brevedad se establezca un diálogo directo y amplio de esta instancia guber-

namental con las organizaciones de afectados por la violencia, a fin de canalizar sus propuestas.

Reiteramos nuestra preocupación por la poca comprensión que hay desde el gobierno sobre el

carácter de las reparaciones integrales, ya que en el texto del decreto, sólo se menciona las reparacio-

nes colectivas. Los organismos de derechos humanos enfatizamos que la reparación integral constitu-

ye una responsabilidad y deber del Estado, a fin de restituir derechos ciudadanos a quienes fueron

afectados. Al respecto queremos recordar que el Presidente Toledo anunció una serie de medidas de

reparación individual en materia de salud, educación y vivienda de las que no se conocen mayores

avances.

Así mismo, consideramos que los planes de paz y desarrollo anunciados como parte de la política

de Estado en materia de reparaciones, no recogen las necesidades y expectativas de los afectados,

las que fueron procesadas por la Comisión de la Verdad en el Plan Integral de Reparaciones. Los planes

de paz y desarrollo son concebidos para responder a la pobreza y la exclusión y no para resarcir el daño

causado a los miles de peruanos y peruanas cuyos derechos fueron vulnerados en el contexto de la

violencia política.
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Esperamos que la comisión multisectorial apoye decididamente, los esfuerzos que el sistema de

administración de justicia debe realizar para atender las demandas de esclarecimiento y sanción a los

responsables de las violaciones de los derechos humanos señalados en el Informe de la CVR, evitando

a toda costa la impunidad.

Finalmente, la CNDDHH considera que la reconciliación sólo se logrará si se trabaja integralmente

los temas de verdad, justicia, reparación y las reformas institucionales como garantías de no repeti-

ción.

Lima, 13 de febrero del 2004



140

IN
FO

R
M

E
 A

N
U

A
L 

20
04

 C
N

D
D

H
H

SOBRE ASOBRE ASOBRE ASOBRE ASOBRE ATENTTENTTENTTENTTENTADOS EN MADRIDADOS EN MADRIDADOS EN MADRIDADOS EN MADRIDADOS EN MADRID

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos expresa su repudio y rotundo rechazo a los brutales

actos de terrorismo perpetrados el jueves 11 de marzo del 2004 en tres estaciones ferroviarias de la

capital española, en los que perdieron la vida por lo menos 190 personas y dejaron heridas alrededor

de 1 400 personas, muchas de ellas graves.

Expresamos nuestra solidaridad con el pueblo y gobierno español en estas horas difíciles.

Acompañamos el dolor de los familiares de nuestros compatriotas muertos en estos fatales aten-

tados. Asimismo esperamos la pronta recuperación de los siete peruanos que resultaron heridos.

Estos actos terroristas que han afectado la vida de personas inocentes, así como el normal desen-

volvimiento del país ibérico merecen nuestra mayor reprobación.

Desde los organismos de derechos humanos del Perú condenamos estos actos y expresamos

nuestro más profundo rechazo a estas violentas acciones que los peruanos hemos tenido la amarga

experiencia de vivir durante dos décadas y que no hacen mas que afectar los derechos fundamentales

de las personas y erosionan las bases de la convivencia pacífica y democrática.

Lima, 11 de marzo del 2004
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FRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTA PORA PORA PORA PORA POR

EL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOS

Ante la situación de conflicto que ocurre en las provincias de Huancabamba y San Ignacio, de los

departamentos de Piura y Cajamarca, respectivamente, que ha originado el enfrentamiento de las

comunidades de la zona con la compañía Minera Majaz; la Coordinadora Nacional de Derechos Huma-

nos manifiesta lo siguiente:

Nuestra preocupación por la forma distorsionada como algunos medios de comunicación y autori-

dades del gobierno central han informado acerca de los acontecimientos ocurridos en la zona.

El pasado 20 de abril del 2004, la población de Huancabamba marchó pacíficamente hacia la

comunidad de Pan de Azúcar con el objetivo de dialogar con los representantes de la Minera Majaz, el

Ministerio de Energía y Minas, Ministerio del Interior, Iglesia, Defensoría del Pueblo y otras autoridades

locales.

Ante la inasistencia de las autoridades al diálogo, los pobladores se sintieron burlados y se dirigie-

ron al campamento minero para reiterar el cumplimiento del mismo.

En su intento de dispersar a los lugareños la policía disparó proyectiles de gas lacrimógeno hiriendo

al menos a siete campesinos, uno de ellos estaría herido de gravedad.

Ante la gravedad de la situación demandamos:

1. Que las autoridades del Ministerio del Interior y de Energía y Minas, cumplan con su obligación

constitucional de garantizar el derecho a la vida, a la integridad física, a la libertad de expre-

sión, a garantizar la participación informada y el derecho de la población a elegir su modelo de

desarrollo.

2. El establecimiento de un espacio de diálogo en el que participen los actores involucrados,

autoridades locales y sociedad civil, el mismo que debe darse en condiciones de igualdad y

transparencia con los representantes del Gobierno Central.

3. Para generar condiciones de diálogo, el Ministerio de Energía y Minas debe disponer la sus-

pensión al menos por 90 días de todo tipo de actividades de la empresa Minera Majaz.

4. El establecimiento de una agenda consensuada que aborde los temas que han generado la

preocupación de la población (irregularidades en el otorgamiento de la concesión a Minera

Majaz en zona de frontera, en el procedimiento y permisos solicitados ante el Ministerio de

Energía y Minas, falta de licencia social, entre otros).

5. Establecimiento de una comisión investigadora del Congreso sobre los graves hechos ocurri-

dos, en cumplimiento de su función fiscalizadora.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos ante los graves hechos ocurridos en el interior del

país (Puno), la problemática de los cocaleros, los conflictos mineros en general, exhorta a las autori-

dades del Gobierno Central y a la población en general a plantear soluciones concertadas mediante el

diálogo democrático, observando el respeto integral de los derechos humanos.

Lima, 23 de abril del 2003
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FRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTA POR DIÁLA POR DIÁLA POR DIÁLA POR DIÁLA POR DIÁLOGOOGOOGOOGOOGO

DEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS

Ante los hechos ocurridos, en Ilave Puno, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos lamenta los

sucesos y se solidariza con el pueblo puneño y los familiares del alcalde, Ciril io Fernando Robles

Callomamani, así como de otros afectados producto de un injustificado y condenable acto de violen-

cia. Una profunda investigación de los hechos debe iniciarse para identificar y sancionar las diversas

responsabilidades.

Nos preocupa la forma como el Estado no ha prestado la debida atención a este conflicto que se

inicio el pasado 2 de abril del 2004. En especial tomando en cuenta que representantes de la zona

visitaron Lima y sus demandas no fueron resueltas por las autoridades. Este no es el único conflicto de

gobernabilidad local de similares características que vive el país, donde los ciudadanos reclaman la

intervención del Estado por denuncias de corrupción o de débil legitimidad de sus autoridades.

Los organismos de derechos humanos de Puno han intervenido humanitariamente y buscaron

actuar como mediadores, lamentablemente sus esfuerzos no fueron suficientes.

La CNDDHH considera que en estos momentos es importante:

• El establecimiento de un espacio de diálogo en el que participen los diversos actores: comunida-

des campesinas, autoridades locales, las organizaciones locales, de la ciudad, las iglesias; el

mismo que debe darse en condiciones de igualdad y transparencia con los representantes del

Gobierno Central.

• El diálogo debe tener por finalidad atender los reclamos sociales del pueblo puneño e instalar un

gobierno municipal transitorio que permita superar la crisis.

• Evitar la declaratoria del estado de emergencia en la zona, pues esto ha demostrado que en

otras ocasiones en la misma región ha generado violaciones a los derechos humanos masivas.

La Policía Nacional debe seguir actuando con mesura para evitar un escalamiento de la situa-

ción de violencia, considerando que hay otros conflictos similares en la región.

• Por último, instamos a los dirigentes y la población en general para que en su mejor tradición

utilicen dichos medios de diálogo y negociación a fin de arribar a los acuerdos que cautelen los

intereses y derechos de todas las personas.

Lima, 27 de abril del 2004
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CNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULTURATURATURATURATURA

DE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADAS

Ante la promulgación de la Ley N° 28222 que norma la intervención de las Fuerzas Armadas en

situaciones de convulsión social, no declaradas en estado de emergencia, la Coordinadora Nacional de

Derechos Humanos se pronuncia:

Si bien el país enfrenta hoy una situación de grave conflictividad social, no debemos abandonar

nuestro compromiso con el proceso de consolidación democrática. En un estado democrático las

Fuerzas Armadas tienen como finalidad garantizar la independencia, la soberanía y la integridad terri-

torial y solo excepcionalmente pueden participar en el control interno previa disposición del Presidente

de la República y en situaciones claramente delimitadas.

La Ley N° 28222 no se ajusta a estas condiciones y mas bien se inscribe en la “cultura” del tutelaje

y participación de las Fuerzas Armadas en situaciones que atañen al poder civil y que deben ser

resueltas mediante el diálogo y en último caso con la intervención controlada de las fuerzas policiales.

Es necesario recordar que las Fuerzas Armadas, no están concebidas para la prevención de situa-

ciones internas ni a ceder el control real en estas acciones al poder civil. Por ello señalamos que la

mencionada ley constituye un grave peligro pues no señala de forma clara qué autoridad política

solicitará la intervención militar ni qué autoridad militar será responsable de la misma, no define las

situaciones que justifican esta intervención, y otorga un plazo excesivo de 30 días para las intervencio-

nes de las Fuerzas Armadas.

Estos elementos constituyen un escenario propicio para la vulneración de los derechos fundamen-

tales, tal como ocurrió con los comandos político militares durante la violencia política y en los casos

de Puno, Barranca, Pativilca y el norte chico el año pasado.

Ante esta decisión del Legislativo, la CNDDHH demanda al Congreso la inmediata suspensión de la

Ley N° 28222 hasta su modificación y adecuada reglamentación, según los estándares internacionales

de protección de los derechos humanos, teniendo presente la necesidad de consolidar la democracia

y la debida sujeción de las Fuerzas Armadas al poder civil.

Finalmente alertamos a la opinión pública que al amparo de esta norma las Fuerzas Armadas están

interviniendo en las zonas de Tingo María e Ilave sin que exista reglamentación que enmarque su

actuación.

Lima, 27 de mayo del 2004
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P R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T O

Los organismos de derechos humanos que patrocinamos a víctimas de los hechos de violencia ocurri-

dos en el establecimiento penitenciario San Juan Bautista “El Frontón”, los días 18 y 19 de junio de

1986, nos pronunciamos ante la opinión pública para manifestar lo siguiente:

Considerando que:

1. La investigación de los hechos acaecidos en el establecimiento penitenciario San Juan Bau-

tista “El Frontón”, los días 18 y 19 de junio de 1986, responde al compromiso asumido por el

Estado peruano con la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Mediante dicho compro-

miso el Estado peruano se comprometió a investigar y sancionar a los responsables de la

muerte y desaparición de internos recluidos en ese establecimiento penitenciario; e identificar

a las víctimas y establecer las causas de su muerte.

2. La investigación ha sido asumida por la Fiscalía Especializada para Desapariciones Forzosas,

Ejecuciones Extrajudiciales y Exhumación de Fosas Clandestinas, desde el 19 de agosto del

2002, fecha en que se resolvió abrir investigación, acumulándose las investigaciones iniciadas

en la Quinta y Sexta Fiscalías Provinciales Penales del Callao.

3. Desde esa fecha han sido cuatro los fiscales nombrados para dicha investigación, incluso el

actual fiscal encargado señor Mario Gonzáles Díaz ha asumido el caso hasta en dos oportuni-

dades, a pesar de que su condición es la de Fiscal Provisional, por lo que en cualquier momen-

to puede ser nuevamente cambiado por la Fiscalía de la Nación. Cabe recordar que dicho fiscal

fue removido por la fiscal Eleana Álvarez Tapia por irregularidades en esta investigación.

4. Durante la prolongada investigación se han acumulado un conjunto de pruebas (informes,

pericias, testimonios), que permiten establecer la identidad de algunas de las víctimas y las

causas de su muerte.

5. Los familiares de las víctimas han solicitado la realización de un peritaje de parte a fin de

garantizar la transparencia de la investigación, sin embargo y a pesar de ser su derecho (Art.

240 del Código Procesal Penal) el fiscal encargado no ha respondido a esta solicitud.

Por dichas consideraciones demandamos lo siguiente:

P r i m e r o :P r i m e r o :P r i m e r o :P r i m e r o :P r i m e r o :

Que la Fiscalía de la Nación nombre un fiscal titular para la Fiscalía Especializada para Desaparicio-

nes Forzosas, Ejecuciones Extrajudiciales y Exhumación de Fosas Clandestinas, profesional que debe

continuar las investigaciones emanadas de la obligación contraída entre el Estado Peruano y la Corte

Interamericana de Derechos Humanos para investigar y sancionar a los responsables de la muerte y

desaparición de internos recluidos en el establecimiento Penitenciario San Juan Bautista “El Frontón”;

e identificar a las víctimas y establecer las causas de su muerte.
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S e g u n d o :S e g u n d o :S e g u n d o :S e g u n d o :S e g u n d o :

Que se permita a los peritos de parte propuestos por la defensa de víctimas de los hechos acaeci-

dos en el establecimiento penitenciario San Juan Bautista “El Frontón”, para que realicen los exáme-

nes respectivos a los restos encontrados en las exhumaciones realizadas por el Ministerio Público a fin

de que mediante los resultados obtenidos se pueda aportar a la investigación que viene realizando el

Ministerio Público.

TTTTTe r c e r o :e r c e r o :e r c e r o :e r c e r o :e r c e r o :

Que el Ministerio Público, con las pruebas obtenidas proceda a formalizar denuncia penal contra los

que resulten responsables de los hechos delictivos cometidos contra los internos del establecimiento

Penitenciario San Juan Bautista “El Frontón” en la debelación del motín ocurrido los días 18 y 19 de

junio de 1986.

C u a r t o :C u a r t o :C u a r t o :C u a r t o :C u a r t o :

Solicitamos la intervención de la Defensoría del Pueblo a fin de garantizar la transparencia e

imparcialidad de la investigación.

Lima, 02 de julio del 2004
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FRENTE AL PFRENTE AL PFRENTE AL PFRENTE AL PFRENTE AL PARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSO

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos viene siguiendo con atención el desarrollo de las

movilizaciones sociales que reflejan el descontento de un sector importante de la población sobre la

actual situación social, política y económica del Perú.

Los avances económicos del país deben verse reflejados en las mejoras en el nivel y calidad de vida

de los peruanos, quienes al ver disminuidas sus condiciones de subsistencia salen con justicia a

protestar. La población tiene derecho a manifestar su rechazo o disconformidad, este es un ejercicio

legítimo dentro de una sociedad democrática, debiéndose desarrollar de manera pacífica y salvaguar-

dando otros intereses igualmente protegidos por nuestro ordenamiento jurídico. Por su parte el Estado

debe proteger y velar por los ciudadanos movilizados, evitando en todo momento el uso desproporcio-

nado de la fuerza.

La CNDDHH recuerda a este respecto que las autoridades democráticas están obligadas a cumplir

con los compromisos asumidos al firmar el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales (DESC) y otros instrumentos de Derechos Humanos, priorizando en su política de desarrollo

integral del país la remoción de los obstáculos que impiden el disfrute efectivo de estos derechos.

La CNDDHH continuará poniendo a disposición de las organizaciones sociales la asistencia legal

necesaria en caso sean afectados sus derechos fundamentales. Asimismo, solicitamos a la Defensoría

del Pueblo vigile el desenvolvimiento del paro.

Llamamos a los dirigentes gremiales y organizaciones sociales de base a no permitir que intereses

extraños a los suyos distorsionen sus reivindicaciones y tiñan sus reclamos con acciones violentas.

Hacemos votos para que la sociedad civil organizada y el Estado procuren formas de conciliar las

demandas planteadas en el marco de la legalidad y en espacios de diálogo y concertación.

Lima, 13 de julio del 2004
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POR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LA

CORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBO

Se hace necesario un cambio de rumbo y asumir un claro compromiso con la defensa de los derechos

humanos, la democracia y el combate a la corrupción para sacar al país de la crisis que hoy lo afecta.

Por esto la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos hace un llamado a los poderes del Estado,

gobiernos locales y regionales, partidos políticos, sociedad civil y opinión pública en general, y los

invita, en estas fiestas patrias, a reflexionar y tomar acciones sobre lo siguiente:

Sobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVR

A casi un año de la entrega del Informe Final de la CVR, es poco lo hecho por el Estado en la

implementación de las recomendaciones en materia de verdad, justicia, reparación integral a los

afectados y reformas institucionales.

Verdad:Verdad:Verdad:Verdad:Verdad: salvo el esfuerzo realizado por la Defensoría del Pueblo no hay mayor difusión desde el

Estado del Informe Final de la CVR. Pedimos al Ministerio de Educación incorporar el informe final en

los textos escolares.

Justicia: Justicia: Justicia: Justicia: Justicia: El Ministerio Público y el Poder Judicial no se están esforzando en investigar y procesar

los casos de violaciones a los derechos humanos, los perpetradores siguen impunes. Por ello deman-

damos un sistema especializado que atienda estas denuncias. A este se debe incorporar la creación

de procuradurías especializadas, compromiso asumido por el Primer Ministro y la Comisión Multisecto-

rial de seguimiento a las recomendaciones de la CVR.

Requerimos de jueces y fiscales que defiendan sus competencias y no permitan que el fuero militar,

tal como lo ha demostrado en diferentes casos, interfiera y proteja a los militares procesados por

crímenes.

Exigimos que el Ministerio Público asuma su responsabilidad de investigar las fosas comunes

identificadas por la CVR, e incorpore a esta labor a la Defensoría del Pueblo, peritos nacionales e

internacionales, afectados y a los organismos de derechos humanos.

Reparaciones:Reparaciones:Reparaciones:Reparaciones:Reparaciones: No hay avances sustantivos. El Estado tiene el deber de reparar los derechos

vulnerados de miles de peruanos. Hasta la fecha no hay una política de Estado sobre reparaciones

para las víctimas. Un verdadero gesto de voluntad política por parte del Poder Ejecutivo y de los

Gobiernos Regionales sería el incorporar en sus presupuestos para el 2005 recursos que atiendan

estas exigencias.

Exigimos que se dote a la Comisión Multisectorial para el Seguimiento de las Recomendaciones de

la CVR de los recursos suficientes para el cumplimiento de sus funciones.
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Sobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia l

El Estado no está cumpliendo con sus obligaciones de garantizar y respetar el goce de los derechos

económicos, sociales y culturales, lo que ha agudizado la falta de empleo, la pobreza y la deficiente

atención de la salud y la educación, generando justas expresiones de descontento. Frente a esto la

respuesta del Estado ha sido criminalizar la protesta social, disponiendo acciones y dictando normas

que permiten la intervención de las fuerzas armadas, entre otros.

Sobre la  corrupciónSobre la  corrupciónSobre la  corrupciónSobre la  corrupciónSobre la  corrupción

Salvo excepciones la mayor parte de los órganos del Estado encargados de combatir la corrupción

han demostrado escasa voluntad o complicidad. Pedimos al Consejo Nacional de la Magistratura

poner especial interés en observar la labor de la Sala Transitoria de la Corte Suprema.

Las acusaciones de corrupción que afectan al actual gobierno deben ser investigadas, así como no

se debe retroceder en la investigación y sanción de la corrupción durante el gobierno del prófugo

Fujimori. Además, exigimos se respalde la labor del sistema anticorrupción y en especial a los procura-

dores.

Sobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPI

El gobierno peruano no debe ceder al chantaje de los Estados Unidos que busca la impunidad para

sus tropas en caso de intervención. A través de la firma de acuerdos bilaterales con los estados que

han aceptado la competencia de la CPI, se busca inmunidad a tropas y funcionarios norteamericanos

en caso de que su actuación en estos países produzca violaciones a los derechos humanos y al

derecho internacional humanitario.

Sobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenas

Los pueblos y las organizaciones indígenas han venido reclamando al Estado la creación de un

único sistema que atienda eficientemente sus demandas. De esta manera se concentrará los recursos

y políticas sobre el tema que hoy se encuentran dispersas. La CONAPA es insuficiente para llevar

adelante esta labor. Asimismo, los pueblos y las comunidades indígenas exigen el Estado resuelva sus

graves problemas de territorio: titulación, impacto de industrias extractivas y legislación deficiente,

entre otros.

Lima, 27 de julio del 2004
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SOCIEDSOCIEDSOCIEDSOCIEDSOCIEDAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPALDALDALDALDALDA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROYECTYECTYECTYECTYECTO DE LEYO DE LEYO DE LEYO DE LEYO DE LEY

SOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNI

Como se recuerda este miércoles 4 de agosto del 2004 vence el plazo para que el Presidente de la

República, Alejandro Toledo, promulgue u observe el proyecto de ley “Ley que modifica el artículo 37

de la Ley N° 26497, Ley orgánica de la RENIEC y deroga el artículo 24 de la Ley N° 27178 Ley del

Servicio Militar” aprobado el 1 de julio del 2004, el cual establece que para la obtención del Documen-

to Nacional de Identidad sólo será necesario la partida de nacimiento o la libreta militar.

Al respecto la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, respalda la iniciativa de modificación

propuesta por Flora Tristán y DEMUS - Estudio para la Defensa y los Derechos de la Mujer, y como parte

de la sociedad civil nos vemos en la responsabilidad de aclarar a ciertos sectores que se oponen a la

promulgación del mencionado proyecto de ley:

En contra de argumentación sobre pérdida económica para el sector defensa

Si bien es cierto el sector defensa tendría una pérdida económica de cerca de 13 millones de soles,

este monto no puede ser comparado con el significado social y económico que involucra facilitar el

acceso a la documentación a casi dos millones de indocumentados, gran parte de los cuales fueron

víctimas de la violencia política.

Es insostenible usar argumentos presupuestales sobre la obligación que tiene el Estado de promo-

ver y garantizar la ampliación y el disfrute de derechos fundamentales como son los de ciudadanía.

Identificación de reservistas en caso de guerra sólo se garantiza con la inscripción militar y la

expedición de la libreta militar.

Este argumento es inválido puesto que la relación de reservistas que pudiesen ser objeto de

llamamiento en caso de conflicto armado pueden obtenerse de la información recogida por la RENIEC

al momento de la inscripción para la obtención del DNI, ya que sólo se necesitaría cumplir dos requi-

sitos: ser ciudadano y no tener ningún impedimento físico o mental que en la actualidad se estipula en

el ítem observaciones del DNI. Por tanto, sólo se necesitaría una coordinación entre el sector defensa

y la RENIEC para compartir dicha información.

Por tanto consideramos que una salida a esta situación es el Proyecto de Ley N° 3645/2002-CR

presentado por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso Antero Florez Aráoz

Esta iniciativa legislativa podría ser la salida intermedia ante el probable escenario de observación

del actual proyecto de ley en discusión. Dicha iniciativa simplifica los trámites administrativos concen-

trando en un sólo trámite la obtención del DNI y la inscripción militar, lo negativo de ello, es que ésta

última se mantiene obligatoria.

Lima, 4 de agosto del 2004
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OTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITARARARARAR

Con fecha 15 de julio del 2004 el Consejo Supremo de Justicia Militar declaró improcedente la solicitud

de nulidad del proceso seguido en el fuero militar sobre el caso La Cantuta, resolución que recién fue

notificada a los familiares de las víctimas este 20 de agosto.

Como se recordara en el año 1992, nueve estudiantes y un profesor fueron detenidos, torturados,

desaparecidos y ejecutados extrajudicialmente por miembros de las fuerzas del orden, con conoci-

miento de Alberto Fujimori, Vladimiro Montesinos y los más altos mandos de las Fuerzas Armadas.

Ante esta grave decisión la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos se pronuncia:

1. A un año de la publicación del Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, esta

resolución es una cachetada al país, un grave retroceso al proceso de consolidación democrá-

tica y los compromisos de lucha contra la impunidad expresados por nuestras más altas

autoridades.

2. Este fallo es nulo e ilegal, porque constituye un evidente fraude a la ley, ya que el proceso se

llevó a cabo ante un órgano incompetente para el juzgamiento y sanción de los delitos arriba

mencionados, tal como lo señaló la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos

Barrios Altos y el Frontón, resoluciones que son de cumplimiento obligatorio por parte del

Estado, así como la reciente sentencia del Tribunal Constitucional publicada el 24 de agosto

del presente en el Diario Oficial El Peruano que dispone que: Si el delito es de naturaleza

común su juzgamiento corresponderá al Poder Judicial.

No debemos olvidar que los jueces militares que emitieron la sentencia lo hicieron dentro de una

estrategia de encubrir la comisión de estos delitos contra los derechos humanos cometidos por sus

amigos Vladimiro Montesinos, Alberto Fujimori y altos mandos militares, prueba de ello son las mínimas

sanciones impuestas y la promulgación de la Ley de Amnistía a favor de dichos criminales.

Ante este grave retroceso de la justicia y la lucha contra la impunidad en la violación de los

derechos humanos exigimos al Ministerio Público como representante de la sociedad y defensor de la

legalidad formule la denuncia penal correspondiente contra los autores de estos crímenes y los jueces

militares que intentan encubrirlos Asimismo frente a lo ocurrido creemos urgente e impostergable

reabrir el debate sobre la eliminación del fuero militar y la integración de estos casos al Poder Judicial.

Frente a este ilegal y nulo fallo del Consejo Supremo de Justicia Militar saludamos la histórica

resolución del Tribunal Constitucional que define de forma clara que los delitos contra los Derechos

Humanos no son delitos de función sino crímenes comunes que deben ser juzgados por jueces civiles.

Asimismo respaldamos la propuesta del congresista Alcides Chamorro de priorizar la discusión

sobre la eliminación del Consejo Supremo de Justicia Militar en el contexto de la Comisión de Justicia

del Congreso.

Lima, 25 de agosto del 2004
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LA RECONCIL IACIÓN NECESITLA RECONCIL IACIÓN NECESITLA RECONCIL IACIÓN NECESITLA RECONCIL IACIÓN NECESITLA RECONCIL IACIÓN NECESITA ACCIÓN. A UN AÑO DE LA PRESENTA ACCIÓN. A UN AÑO DE LA PRESENTA ACCIÓN. A UN AÑO DE LA PRESENTA ACCIÓN. A UN AÑO DE LA PRESENTA ACCIÓN. A UN AÑO DE LA PRESENTACIÓN DELACIÓN DELACIÓN DELACIÓN DELACIÓN DEL

INFORME F INAL DE LA CVR NECESITINFORME F INAL DE LA CVR NECESITINFORME F INAL DE LA CVR NECESITINFORME F INAL DE LA CVR NECESITINFORME F INAL DE LA CVR NECESITAMOS HECHOS*AMOS HECHOS*AMOS HECHOS*AMOS HECHOS*AMOS HECHOS*

El Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, nos dejó un gran reto como país.

Este se basa en la necesidad de cerrar las brechas entre los peruanos y el de construir un nuevo pacto

social y político, el que debe traducirse en reformas institucionales, la obligación de resarcir a las

víctimas de la violencia y sus familiares, y la sanción a los responsables de violaciones a los derechos

humanos. A un año de la presentación de este gran relato los peruanos a través de nuestras institu-

ciones políticas y sociales, no hemos sabido estar a la altura de las exigencias de reflexión y cambio

que nos fueron demandadas.

El balance que hace la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos revisa las acciones realizadas

por el Estado en su deber de implementar las recomendaciones de la CVR. Esta es una responsabilidad

compartida por el Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, los órganos constitucionalmente

autónomos y los gobiernos regionales y locales. Es así que podemos afirmar que nuestras autoridades

aunque han declarado voluntad política para atender estas tareas, ésta no se ha concretizado en un

plan coordinado que comprometa a todo el sector público.

Es importante señalar algunas de las acciones realizadas. El Poder Ejecutivo con la Comisión

Multisectorial de Alto Nivel, y desde el Congreso con la Subcomisión de Seguimiento a las Recomen-

daciones, han tratado de atender las acciones concretas demandadas en el informe final, sin embargo

no han tenido avances significativos. Por otro lado, hay que destacar la labor realizada por la Defenso-

ría del Pueblo al inaugurar el centro de documentación que recoge el acervo documental de la CVR, el

lanzamiento de la campaña de difusión del informe final y su diagnóstico y apoyo a las acciones que

buscan justicia; así como las iniciativas de los gobiernos regionales en Huánuco y Huancavelica que

tratan de atender las reparaciones a las víctimas.

Las víctimas del conflicto armado interno son ciudadanos, en su gran mayoría marginados y exclui-

dos, que sufren de limitaciones para el ejercicio pleno de sus derechos. Es hacia ellos que debe mirar

el país y en particular nuestras autoridades. La deuda que tiene el Perú con ellos está lejos de haber

sido saldada, no basta los pedidos de disculpas, éstos deben de convertirse en una política de Estado

que repare, en un sistema de justicia que atienda sus casos y acabe con la impunidad, y en institucio-

nes reformadas que hagan posible su ciudadanía plena. Los afectados y sus organizaciones, así como

la sociedad civil, no deben cejar en su lucha para concretizar estas justas exigencias.

El rescate de la ciudadanía de los afectados por la violencia política precisa del involucramiento de

todos los sectores sin excepción, por ello llamamos la atención y nos resulta sumamente preocupante

el retroceso en la democratización de las Fuerzas Armadas. El único camino que nos conducirá a la

reconciliación es el desprendimiento de concepciones autoritarias y corporativas que alejan a la milicia

del control y relación horizontal de los civiles.

El haber contado con una Comisión de la Verdad y Reconciliación ha sido parte del proceso de

reconstrucción democrática del país, además es un aporte a la tendencia internacional que busca la
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consolidación de regímenes democráticos a partir de las reformas de sus instituciones y un ejercicio de

memoria histórica que permita mirar al futuro a partir de una reflexión colectiva sobre nuestro pasado.

En este proceso necesitamos de los sistemas internacionales de protección de los derechos humanos,

para que vigilen la puesta en marcha e implementación de las recomendaciones de la CVR, en la

medida que son estas instancias las que señalan las obligaciones que nuestro Estado debe cumplir en

materia de derechos fundamentales. En ese sentido saludamos la mención que hace al Informe Final

de la CVR a los Relatores de Naciones Unidas para la Vivienda y la Salud.

La voluntad política debe traducirse en hechos concretos y tangibles para quienes llevan largo

tiempo esperando justicia y reparación. Solo así nos encaminaremos a un proceso de reconciliación,

que somos concientes es una tarea ardua, que requiere de tiempo y claridad de parte de nuestros

gobernantes sobre las prioridades y pasos a seguir. Para ello proponemos a un corto plazo una serie de

medidas a ser tomadas por el Estado:

V e r d a dV e r d a dV e r d a dV e r d a dV e r d a d

• Incorporar en los currículos escolares lo dicho por la CVR en su informe final.

J u s t i c i aJ u s t i c i aJ u s t i c i aJ u s t i c i aJ u s t i c i a

• Constituir un subsistema especializado para la investigación, juzgamiento y sanción de los perpetradores

de violaciones de derechos humanos, a cargo de magistrados conocedores y observantes de la

doctrina y estándares del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

• Diseñar y ejecutar un Plan Nacional de Investigación Antropológica Forense que nos permita dar

con el paradero y la identificación de miles de desaparecidos que yacen en los sitios de entierro,

permitiendo que los familiares conozcan la verdad y las autoridades cuenten con elementos para

hacer justicia.

R e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e s

• Aprobar una norma que declare el Plan Integral de Reparaciones como marco conceptual y

programático de la política nacional de reparaciones.

• Incluir las reparaciones en el presupuesto nacional para el 2005, así como en los presupuestos

regionales y locales.

• Aprobar una norma que defina los objetivos y alcances de un Registro Nacional de Víctimas.

• Otorgar recursos adicionales para programas públicos que buscan atender a los afectados, entre

ellos tenemos: Sistema Integral de Salud (MINSA), becas educativas (INABEC - MIMDES),

documentación de afectados (RENIEC), techo propio, y además contemplar la vivienda rural

(Ministerio de Vivienda).

• Establecer mecanismos que brinden información clara a las víctimas sobre las acciones del

Estado en materia de reparación.
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• Pronta integración del ámbito de la justicia militar al sistema de administración de justicia

nacional.

• Urgente dictado de sentencia por parte del Tribunal Constitucional respecto del Código de

Justicia Militar y su ley orgánica.

Lima, 26 agosto del 2004

* Ver Informe Balance completo
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EXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULTIPT IPT IPT IPT IPARTIDARTIDARTIDARTIDARTIDARIA DEARIA DEARIA DEARIA DEARIA DE

SEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVR

Al cumplirse el primer año de la entrega del Informe Final y Recomendaciones de la Comisión de la

Verdad y Reconciliación, la Mesa Directiva del Congreso planteó el 12 de agosto del 2004 la creación

de una comisión especial multipartidaria que realice el seguimiento y cumplimiento de las recomenda-

ciones de la CVR.

Esta comisión tendría por objetivo el seguimiento de las reformas legales, lo que se traduciría en la

revisión de las normas de derechos humanos vigentes, Así lo informó un integrante de la Mesa Direc-

tiva “ la labor del grupo de trabajo será evaluar los dispositivos legales y aspectos que no hayan

generado unanimidad de criterio sobre sus recomendaciones...”

A un mes del anuncio de la Mesa Directiva del Poder Legislativo, esta moción no ha sido vista por

el pleno del Congreso a fin de que proceda a la instalación de este grupo de trabajo que fiscalizaría el

cumplimiento de las recomendaciones de la CVR.

Pese a existir el interés de un grupo de congresistas por la creación de la mencionada comisión, no

parece ser el sentir de la mayoría de nuestros representantes en el Legislativo lo cual nos lleva a

expresar nuestra preocupación por la aparente falta de voluntad política. Por lo que exigimos la

instalación de la referida comisión en el menor plazo posible por ser urgentes las reformas legales a fin

de implementar las políticas de Estado que conduzcan a la reconciliación entre los peruanos.

De acuerdo al Informe Final de la CVR es urgente legislar respecto de la implementación de un

sistema especializado de justicia en casos de violaciones a los derechos humanos, la derogatoria de

normas contrarias a los tratados internacionales de derechos humanos, la implementación de un plan

integral de reparaciones, entre otras.

Lima, 13 de septiembre del 2004
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MININTER NOMBRA A VIOLADOR DE DERECHOS HUMANOSMININTER NOMBRA A VIOLADOR DE DERECHOS HUMANOSMININTER NOMBRA A VIOLADOR DE DERECHOS HUMANOSMININTER NOMBRA A VIOLADOR DE DERECHOS HUMANOSMININTER NOMBRA A VIOLADOR DE DERECHOS HUMANOS

COMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONES

La CNDDHH se ve en la necesidad de informar a la opinión pública que recientemente el Ministerio del

Interior ha nombrado como jefe de la Oficina de Naturalización al Coronel(r) César Coquis Coz, consi-

derado como un violador a los derechos humanos al haber dirigido torturas contra un grupo de deteni-

dos en el año 1992.

Como se recuerda el 27 de junio de 1992, por lo menos diez dirigentes del Comité de Defensa de los

Bosques de San Ignacio, departamento de Cajamarca fueron detenidos y acusados por la Policía de

haber supuestamente participado en el atentado terrorista contra las instalaciones de la empresa

maderera INCAFOR.

Los detenidos sufrieron maltratos físicos y torturas (inmersión en cilindros con agua y las colgadas)

con la finalidad de que éstos se autoinculpen del ataque contra la referida empresa. Según los testi-

monios de las víctimas de las torturas, éstas fueron dirigidas personalmente por el entonces jefe de la

policía de la zona, Mayor PNP César Coquis Coz.

Los dirigentes del Comité de Defensa, Plácido Alvarado Campos, Wigberto Vásquez Vásquez, Víctor

Morales Labán, Crisanto Velásquez Flores, Guillermo Granda Rodríguez, Guillermo Oyola Cornejo, Javier

García Huamán, Benjamín García Huamán, Daniel Cruz Bautista y Samuel Huamán Huamán; además de

ser denunciados ante el Ministerio Público por la policía se les abrió proceso penal por terrorismo y se

ordenó su internamiento en el penal de Picsi, departamento de Chiclayo.

Luego de ocho meses fueron llevados a juicio oral ante un tribunal sin rostro y a inicios del mes de

marzo de 1993 todos los procesados fueron absueltos de los cargos levantados en su contra y puestos

en libertad.

A su retorno a San Ignacio, estas personas declararon ante el Ministerio Público las torturas de las

que fueron víctimas. Al no existir el tipo penal de tortura los hechos fueron denunciados como lesiones

y abuso de autoridad. Ante la evidencia de los delitos la fiscalía formuló denuncia penal contra el

Mayor PNP César Coquis Coz y el Juzgado Penal de San Ignacio abrió proceso penal en su contra.

A mediados de 1995, ante las evidencias la Fiscalía Superior formuló acusación penal responsabilizando

a este efectivo de la policía de los actos cometidos en contra de los dirigentes del Comité de Defensa

de los Bosques de San Ignacio, pero habiéndose promulgado las leyes de amnistía 26479 y 26492,

para salvar a los paramilitares del grupo “Colina”, Coquis Coz, solicitó se le aplicarán dichas leyes.

La Sala Penal de Lambayeque le aplicó las cuestionadas leyes y el caso se archivó definitivamente.

Por lo tanto Coquis Coz quedó, así, exento de toda responsabilidad penal.



156

Por lo anteriormente expuesto ¿Es posible que el ministro designe a un funcionario en tal alto cargo

sin tomar en consideración semejantes antecedentes o es que está en práctica alguna nueva forma de

premiar a violadores de los derechos humanos?.

Creemos que ante esta evidencia no sólo corresponde que el ministro de la cartera ofrezca discul-

pas públicas al país y a los agraviados, sino que además retire del cargo a Coquis Coz. Además de

reabrir el proceso judicial por tortura en su contra ante los organismos de justicia correspondientes.

Lima, 28 octubre del 2004
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CNDDHH SALUDA RECTIF ICACIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIORCNDDHH SALUDA RECTIF ICACIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIORCNDDHH SALUDA RECTIF ICACIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIORCNDDHH SALUDA RECTIF ICACIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIORCNDDHH SALUDA RECTIF ICACIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIOR

Los 63 organismos que conformamos la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos apoyamos y

respaldamos la decisión tomada por el Ministerio del Interior de dar por concluida a través de resolu-

ción ministerial las funciones del Coronel PNP(r) César Augusto Coquiz Coz, en el cargo de director de

Naturalización de la Dirección General de Migraciones y Naturalización de la mencionada cartera minis-

terial.

Al respecto Francisco Soberón, Secretario Ejecutivo de la CNDDHH, sostuvo que “ésta es una clara

señal del gobierno en su lucha contra la impunidad, debemos recordar que la sanción a los responsa-

bles de violaciones de los derechos humanos es el único camino para la reconciliación entre los perua-

nos que hemos soportado dos décadas de terror y muerte”.

Como se recuerda el pasado 28 de octubre del 2004, la CNDDHH denunció sobre la autoría de

César Coquis de torturas y malos contra un grupo de detenidos mientras se desempeñaba como jefe

de la policía en el departamento de Cajamarca. Delitos por los cuales fue procesado, sin embargo fue

absuelto al acogerse a las mismas leyes de amnistía que beneficiaron a los integrantes del Grupo

Colina.

Asimismo se envió una carta al Ministro del Interior, Javier Reátegui, exponiendo nuestra extrañe-

za por la designación de éste coronel comprometido con violaciones a los derechos humanos.

En tanto queda pendiente reabrir el proceso judicial por tortura en su contra ante los organismos

de justicia correspondientes.

Lima, 9 de noviembre del 2004
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URGENTE AURGENTE AURGENTE AURGENTE AURGENTE ATENCIÓN A PROBLEMAS ESTRUCTURALES REFLEJADOSTENCIÓN A PROBLEMAS ESTRUCTURALES REFLEJADOSTENCIÓN A PROBLEMAS ESTRUCTURALES REFLEJADOSTENCIÓN A PROBLEMAS ESTRUCTURALES REFLEJADOSTENCIÓN A PROBLEMAS ESTRUCTURALES REFLEJADOS

EN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALES

Ante los últimos conflictos sociales que se vienen presentando en el interior del país la Coordinadora

Nacional de Derechos Humanos manifiesta lo siguiente:

La población en muchas partes del país se siente excluida por que sus demandas no son atendidas

por las autoridades correspondientes generando una serie de manifestaciones públicas con los consi-

guientes enfrentamientos entre la población y las fuerzas del orden, que ha dejado lamentablemente

muertos y heridos.

Lamentamos que el gobierno ante los conflictos sociales reaccione de manera tardía y en muchos

casos cuando ya se han producido pérdidas irreparables como las muertes de ciudadanos en Ilave y

San Gabán.

Exhortamos a las autoridades a no permanecer indiferentes frente a los reiterados pedidos de

atención y de diálogo por parte de la población del interior del país sobre los problemas de pobreza,

carencia de infraestructura básica, deficiencias en la prestación de los derechos de educación, salud,

la participación de la población en la búsqueda de alternativas frente a la problemática del cultivo de

coca y la crisis de legitimidad de la autoridad.

Recordamos al Estado que todo uso de la fuerza por parte de los funcionarios encargados de hacer

cumplir la ley es posible cuando sea estrictamente necesario y de manera proporcional y justificable al

hecho que se pretende enfrentar, debiendo ejercerse con moderación, reduciendo al mínimo los daños

y lesiones, debiendo protegerse por todos los medios la vida humana, tal como lo establecen los

pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-

r ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  ley,,,,,  adoptado por Naciones Unidas.

Nuestra profunda preocupación porque durante el actual régimen democrático son ya 11 las muer-

tes de ciudadanos producto del uso excesivo de la fuerza por parte de los efectivos policiales y

militares en contextos de represión de protestas ciudadanas, hechos que no tienen ninguna justifica-

ción.

Exigimos la investigación transparente y exhaustiva por parte de las autoridades pertinentes de las

muertes y lesiones producidas en contextos de actos de protesta.

Así mismo invocamos a la población a que ejerzan su derecho de protesta de manera pacífica

respetando la integridad de las personas y bienes públicos y privados.

Exhortamos al gobierno a reconstruir la confianza en la población que permita conducir al diálogo y

al acuerdo entre las partes, lo que implica acortar los grandes abismos económicos, sociales y cultu-

rales.

El fin supremo del Estado es la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad, tal como

lo establece nuestra Constitución Política y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, y ello

implica no sólo el respeto de la vida y la integridad física de las personas sino también la adopción de
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todas aquellas medidas necesarias para garantizar una vida digna en un marco de desarrollo sosteni-

ble y sustentable. Los conflictos sociales no se resuelven adoptando medidas cada vez más duras que

criminalizan la protesta en las calles sino más bien enfrentando los problemas estructurales de la

pobreza, el abandono y la exclusión en la que vive gran parte de la población peruana sobre todo en el

interior del país.

Lima, 10 de noviembre del 2004
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CERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORES

Ante el inicio de los juicios contra Abimael Guzmán la cúpula senderista y los hechos recientes relacio-

nados con estos, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos se pronuncia:

Desde la aparición armada de Sendero Luminoso en el país a inicios de la década del ochenta, este

grupo subversivo mediante el uso del terror perpetró graves violaciones de derechos humanos y del

derecho internacional humanitario. Sus víctimas fueron en su mayoría personas de las zonas rurales

más deprimidas del país, por las que decían luchar y representar, la insania subversiva también se

expresó en las ciudades del país.

Estas miles de personas asesinadas de manera brutal, y los sobrevivientes afectados física y

mentalmente que sufren las secuelas de esta barbarie, esperan hasta la fecha justicia.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos de manera permanente y firme condenó las gra-

ves violaciones cometidas por los grupos subversivos Sendero Luminoso y MRTA, esta condena está

expresada en nuestros comunicados públicos, informes anuales y acciones ante los sistemas suprana-

cionales de protección de los derechos humanos.

Coherentes con nuestro compromiso por la vida y el rechazo firme a todo tipo de violencia, nuestro

colectivo patrocina a ciudadanos que fueron víctimas de violaciones a los derechos humanos y el

derecho internacional humanitario cometidas por Sendero Luminoso, tales como los asesinatos masi-

vos de Lucanamarca, Los Boteros, Jaujin, entre otros.

Como actores de la sociedad civil comprometidos con la defensa de los derechos humanos conti-

nuaremos en esta tarea, por lo que informamos al país de nuestra decisión de seguir patrocinando

éstos y otros casos en apoyo de las víctimas.

Este compromiso se extiende al llamado “megaproceso” pronto a iniciarse, así como otros que se

están tramitando en diferentes lugares del país.

Creemos que es indispensable cerrar filas frente al terror venga de donde venga y que sean

procesados y condenados todos los perpetradores de violaciones de derechos humanos y del derecho

internacional humanitario.

Hacemos un llamado a los actores políticos judiciales, prensa y sociedad en general para que

asumamos con responsabilidad el rol que nos toca jugar para que el terrorismo no vuelva a amenazar

al país, deponiendo para ello posturas que responden a intereses particulares y subalternos.

Confiamos en que el Poder Judicial ha de tomar las medidas necesarias para evitar hechos como

los del viernes 5 de noviembre último en que Guzmán y los demás procesados evidenciaron una vez

más, su vocación por la violencia.

Así mismo nos ratificamos en nuestra exigencia de luchar también contra la impunidad de los

perpetradores que cometieron crímenes desde el Estado, reafirmando la urgencia de procesar y san-

cionar tales hechos. Solo podremos construir un país en paz si imponemos justicia a todos los violado-

res de derechos humanos y nos comprometemos firmemente contra la impunidad.

Lima, 11 de noviembre del 2004
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DA LA RAZÓN A FUERO CIVIL  EN CASO DECORTE SUPREMA DE JUSTICIA DA LA RAZÓN A FUERO CIVIL  EN CASO DECORTE SUPREMA DE JUSTICIA DA LA RAZÓN A FUERO CIVIL  EN CASO DECORTE SUPREMA DE JUSTICIA DA LA RAZÓN A FUERO CIVIL  EN CASO DECORTE SUPREMA DE JUSTICIA DA LA RAZÓN A FUERO CIVIL  EN CASO DE

INDINDINDINDINDALECIO POMAALECIO POMAALECIO POMAALECIO POMAALECIO POMATTTTTANTANTANTANTANTAAAAA

Luego de cinco meses la Corte Suprema de Justicia resolvió la competencia del caso Indalecio Poma-

tanta a favor del fuero civil pues también era investigado por el fuero militar. El caso se encuentra

actualmente en tramite en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y formó parte de las

investigaciones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación.

La decisión adoptada por la Corte Suprema de favorecer en este caso al fuero civil reconoce que los

hechos en los que intervienen miembros de las Fuerzas Armadas no pueden ser considerados delitos

de función tal cual lo entiende el fuero militar.

Como se recuerda en 1995 miembros de la Marina de Guerra del Perú destacados en el centro

poblado “San Alejandro”, ubicado en el departamento de Ucayali, detuvieron a Indalecio Pomatanta

en su domicilio para posteriormente torturarlo y prenderle fuego por lo que tres días después de

penosa agonía falleció.

Los 63 organismos que conformamos la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos saludamos y

consideramos histórica esta decisión adoptada por la Corte Suprema de Justicia, pues esta sentencia

constituye un importante precedente obligatorio para todos los jueces sobre los temas de derechos

humanos, y que el fuero militar entienda que estas investigaciones corresponden a la justicia civil.

Lima, 25 de noviembre del 2004
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PÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWW.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADITABLEABLEABLEABLEABLE .COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE ATTTTTAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUE

LA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPACIOACIOACIOACIOACIO

La página web www.fujimoriextraditable.com.pe, sufrió el lunes 22 de noviembre del 2004, un ataque

masivo que originó el colapso del servidor donde se encuentra alojada la web y dejó fuera de línea esta

página que brinda a los usuarios información en los idiomas castellano, inglés y japonés, información

respecto de los diez años de dictadura, corrupción y violaciones a los derechos humanos ocurridos

durante el gobierno del prófugo ex presidente Alberto Fujimori.

En tanto el 25 de noviembre del 2004 se intentó poner en línea la mencionada página web proban-

do con distintos servidores pero el ataque continuó y fue imposible reponerla a la fecha.

Consideramos que este ataque tiene por objetivo boicotear el papel que desde la sociedad civil la

Coordinadora Nacional de Derechos Humanos lidera para presionar al Gobierno Japonés para extradi-

tar al ex presidente Alberto Fujimori, quien tiene que responder por las acusaciones de violaciones a

los derechos humanos y asesinatos de lesa humanidad que pesan en su contra.

Debido a esta situación se trabaja para a la brevedad posible reponer en el ciberespacio nuestra

página web y nos disculpamos con las personas que desde distintas partes del mundo tienen como

fuente de información este sitio.

Según informó nuestro departamento de informática un ataque masivo se produce cuando múlti-

ples computadoras se conectan a un sitio web en internet. Antes de esto la misma máquina debió ser

infectada por un código programado (tipo virus) para intentar ingresar en este caso a la página web

fujimoriextraditable.

El sitio internet www.fujimoriextraditable.com.pe forma parte de la campaña “Fujimoriextraditable”

que lanzó el 7 de abril del 2003 la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos junto a Amnistía

Internacional - USA, Coalición por Juicio a Fujimori - Japón, Human Right Watch, entre otras.

Lima, 26 de noviembre del 2004
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¡BAST¡BAST¡BAST¡BAST¡BASTA DE IMPUNIDA DE IMPUNIDA DE IMPUNIDA DE IMPUNIDA DE IMPUNIDAD EN CASO FRONTÓN!AD EN CASO FRONTÓN!AD EN CASO FRONTÓN!AD EN CASO FRONTÓN!AD EN CASO FRONTÓN!

Al haber tomado conocimiento de la formalización de la denuncia efectuada por el fiscal Mario Gonzáles

sobre la matanza de El Frontón, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos expresa lo siguiente:

1. Su rechazo por el archivamiento del extremo referido a las responsabilidades penales de Alan

García Pérez, del ex ministro del Interior Agustín Mantilla y otros miembros del gabinete

ministerial de ese entonces.

2. La matanza cometida durante el gobierno de García en junio de 1986 no fue un hecho aislado

y desconocido por la opinión pública nacional e internacional sino más bien parte de un

operativo de develamiento en los penales de Santa Bárbara (Callao), San Juan Bautista (El

Frontón) y San Pedro (Lurigancho) que fue autorizado por el ex presidente mediante el D. S.

006-86-JUS donde declara a los tres penales mencionados como zona militar restringida bajo

la competencia y jurisdicción del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas.

3. En estas acciones perdieron la vida centenares de personas, estos hechos de develamiento

se realizaron con la participación de las distintas fuerzas del orden y duraron los días 18 y 19

de junio, todo ello fue de conocimiento del país, del ex presidente y sus ministros por lo que

no puede excusarse de su desconocimiento ya que el Comando Conjunto tenía la obligación

de reportar al Presidente de la República sobre el desenvolvimiento de los hechos.

4. Acciones de esta magnitud y tiempo no pueden ser llevadas a cabo sin conocimiento y anuen-

cia de los más altos mandos de las fuerzas del orden, incluido del jefe de Estado, dada la

necesidad de autorización para el uso de recursos humanos y logísticos.

5. Al momento de las acciones de develamiento de El Frontón, está comprobada la presencia del

ex Ministro del Interior Agustín Mantilla en la isla, por lo que no es posible creer que el jefe de

Estado no estuviera al tanto de lo que allí acontecía.

6. Aún en el hipotético caso de que el ex presidente no hubiera dado la orden de debelar a

sangre y fuego los motines, en todo momento tuvo conocimiento de lo que ocurría y a pesar

de ello no dispuso que se detuviera la matanza y menos aún posteriormente, inició investiga-

ciones serias para identificar y sancionar a los autores materiales e intelectuales, esta actitud

se encuadra en la figura penal de comisión por omisión.

7. Todos los estados tienen como una de sus obligaciones centrales la de garantizar el respeto

de los derechos fundamentales de las personas, esta obligación no sólo se expresa en la

implementación de políticas que frenen las vulneraciones de derechos humanos, sino también

en la implementación de acciones de investigación y de sanción de hechos de violación de

derechos humanos por acción u omisión.
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8. Finalmente llama a preocupación el hecho de que el doctor Mario Gonzáles, responsable de

una fiscalía encargada de investigar violaciones a los derechos humanos y por lo tanto de

aplicar la normativa y la doctrina del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el

Derecho Internacional Humanitario termine aplicando figuras penales de delitos comunes y

determinando el archivamiento por prescripción para delitos imprescriptibles por definición.

Esa decisión contribuye con la impunidad y va en contra de lo dispuesto por la comisión y la

Corte Interamericana de Derechos Humanos y nuestro Tribunal Constitucional, que de manera

indubitable declaran la imprescriptibilidad de los delitos de ejecución extrajudicial, genocidio,

desaparición, entre otros y va en contra de la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los

Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad, recientemente suscrita por el Perú.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos tomará acciones legales frente a esta errada

decisión ante el sistema nacional y el sistema hemisférico de protección de derechos humanos a fin de

que la impunidad no se siga consolidando en nuestro país.

Lima, 2 de diciembre del 2004
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COORDINADORA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOSCOORDINADORA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOSCOORDINADORA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOSCOORDINADORA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOSCOORDINADORA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

ENTREGÓ PREMIOS DE DERECHOS HUMANOSENTREGÓ PREMIOS DE DERECHOS HUMANOSENTREGÓ PREMIOS DE DERECHOS HUMANOSENTREGÓ PREMIOS DE DERECHOS HUMANOSENTREGÓ PREMIOS DE DERECHOS HUMANOS

Como cada 10 de diciembre, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos celebra la firma de la

Declaración Universal de Derechos Humanos con la entrega del Premio Nacional de Derechos Humanos

“Ángel Escobar Jurado” y el Premio Derechos Humanos y Periodismo.

Es en este marco que el premio se da como un reconocimiento a las personas o instituciones que

durante su trayectoria de vida han contribuido al respeto de los derechos fundamentales, destacándo-

se notablemente este año.

La ceremonia de la XIV entrega de premios se realizó el viernes 10 de diciembre del 2004, en el

patio central del Museo de Arqueología Antropología e Historia del Perú.

Lima, 21 de diciembre del 2004
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ROTUNDO RECHAZO AL ALLANAMIENTO DEL DOMICIL IO DE DEFENSOR DE DERE-ROTUNDO RECHAZO AL ALLANAMIENTO DEL DOMICIL IO DE DEFENSOR DE DERE-ROTUNDO RECHAZO AL ALLANAMIENTO DEL DOMICIL IO DE DEFENSOR DE DERE-ROTUNDO RECHAZO AL ALLANAMIENTO DEL DOMICIL IO DE DEFENSOR DE DERE-ROTUNDO RECHAZO AL ALLANAMIENTO DEL DOMICIL IO DE DEFENSOR DE DERE-

CHOS HUMANOS POR PCHOS HUMANOS POR PCHOS HUMANOS POR PCHOS HUMANOS POR PCHOS HUMANOS POR PARTE DE LA POLICÍA Y F ISCAL EN AUCAARTE DE LA POLICÍA Y F ISCAL EN AUCAARTE DE LA POLICÍA Y F ISCAL EN AUCAARTE DE LA POLICÍA Y F ISCAL EN AUCAARTE DE LA POLICÍA Y F ISCAL EN AUCAYYYYYACUACUACUACUACU

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos expresa su rotundo rechazo contra la grave violación

a los derechos humanos de Segundo Jara Montejo, Director de la Comisión de Derechos Humanos del

Alto Huallaga, COHAH, organismo miembro de nuestra institución, quien fue víctima de una interven-

ción irregular a su domicilio por parte de miembros de la Policía Nacional del Perú, PNP, y un represen-

tante del Ministerio Público.

El lunes, 20 de diciembre, a las 3:00 a.m., doce policías de la Comisaría de Aucayacu (Huánuco),

dirigidos por el comisario, Capitán PNP Abelardo Serpa Obando, y el fiscal Dr. Rubén Mariano López

López –Fiscalía Provincial Mixta– incursionaron en el domicilio de Segundo Jara sin mostrarle orden

judicial alguna que sustentara tal acción. Los efectivos policiales entraron por la puerta posterior y fue

allí donde Segundo los encontró revisando una bolsa negra, la que han señalado contenía material

subversivo. A nuestro colega se le prohibió prender la luz de su casa.

Asimismo, el fiscal ordenó el ingreso de los policías al domicilio de Segundo Jara, los que revisaron

minuciosamente todas sus pertenencias sin encontrar nada que pudiera involucrarlo con actos ilícitos

de ningún orden. De este hecho se levantaron dos actas que no fueron firmadas por el agraviado;

también se le informó que sería citado por la policía en los próximos días.

Se debe mencionar que el Fiscal Rubén Marino López López está a cargo de la investigación

preliminar de las violaciones a los derechos humanos en la Margen Izquierda del Río Huallaga, en la

que se encuentran sindicados como responsables miembros de las Fuerzas Armadas, por lo que es

sumamente preocupante que se vea involucrado en estos actos a todas luces ilícitos.

Lo sucedido va contra el derecho de inviolabilidad del domicilio consagrado en la Constitución

Política del Perú, altera la tranquilidad de la familia de Segundo Jara, y lo coloca como sospechoso de

un supuesto delito donde se pretende vincular a un activista y defensor de derechos humanos con

movimientos o acciones terroristas o subversivas. Es importante señalar que el Alto Huallaga es aun

una zona convulsionada por la presencia de remanentes de Sendero Luminoso, los actos de este grupo

subversivo son constantemente denunciados por el organismo de derechos humanos que dirige Se-

gundo.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos ha puesto en conocimiento de estos hechos a la

Fiscal de la Nación y al Ministro del Interior a fin de que se investigue, se determine las responsabili-

dades y se sancione oportunamente a los responsables. Consideramos este hecho como una agresión

hacia el movimiento de derechos humanos, el que se produce en momentos en que ha reaparecido la

noticia de que Sendero Luminoso está distribuyendo volantes en la zona.

Lima, 21 de diciembre del 2004




